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RESOLUCIÓN 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 17 de septiembre de 2018. 

 OHI of Puerto Rico LLC (Peticionario) compareció ante este 

Tribunal de Apelaciones en aras de que revisemos y revoquemos la 

Sentencia que el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Carolina, 

emitió el 14 de agosto de 2018.  Por virtud de la decisión recurrida, 

el foro a quo declaró ha lugar la querella, por lo que determinó que 

el despido de la señora Alicia Rojas Alvarado (Recurrida) fue uno 

injustificado, discriminatorio por razón de edad y por razón de 

represalias.  De igual manera, concluyó que el aquí compareciente 

no le había pagado a la recurrida la liquidación de vacaciones, como 

tampoco el bono de navidad correspondiente para el año 2017.  Ante 

ello, le ordenó pagar a la aquí Recurrida la cantidad de $304,056.00 

por las violaciones a las leyes laborales y $44,054.20 por concepto 

de honorarios de abogado.   

Ahora bien, a poco examinar el expediente ante nuestra 

consideración advertimos que el recurso de epígrafe fue presentado 

a destiempo ante esta Curia apelativa, por lo que carecemos de 

jurisdicción para intervenir y resolver en los méritos la controversia 
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planteada.  Ante ello nos vemos precisados a desestimar el mismo.  

Veamos.  

Como se sabe, la Ley Núm. 2 del 17 de octubre de 1961, según 

enmendada, 32 LPRA sec. 3118 et seq., le provee al obrero o 

empleado un mecanismo procesal sumario mediante el cual le puede 

reclamar a su patrono cualquier derecho o beneficio, o cualquier 

suma por concepto de compensación por trabajo o labor realizados 

para dicho patrono, o por compensación en caso de que dicho obrero 

o empleado hubiere sido despedido de su empleo sin causa 

justificada.  Sec. 1 de la Ley Núm. 2, supra, 32 LPRA sec. 3118.  Por 

lo tanto, es claro que el propósito de esta medida es proteger el 

empleo, desalentar el despido sin justa causa y proveer al obrero así 

despedido recursos económicos entre un empleo y otro.  Vizcarrondo 

Morales v. MVM, Inc., 174 DPR 921, 928 (2008); Ruiz v. Col. San 

Agustín, 152 DPR 226, 231 (2000).   

En vista del norte perseguido, esta legislación se caracteriza 

por facilitar la rapidez y celeridad en la tramitación y adjudicación 

de este tipo de procedimientos, de forma tal que estos sean lo menos 

onerosos para los empleados.  Lucero v. San Juan Star, 159 DPR 

494, 504 (2003); Dávila, Rivera v. Antilles Shipping, Inc., 147 DPR 

483, 492 (1999).  Ejemplo de ello son los breves términos que allí se 

fijan para alguno de los trámites procesales.  Entre estos se 

encuentra el procedimiento postsentencia de las decisiones emitidas 

en rebeldía.  Veamos lo que se dispone sobre el particular:  

Si el querellado radicara su contestación a la 
querella en la forma y en el término dispuestos en la sec. 
3120 de este título, el juicio se celebrará sin sujeción a 
calendario a instancias del querellante, previa 
notificación al querellado. 

Si el querellado no radicara su contestación a la 
querella en la forma y en el término dispuestos en la sec. 
3120 de este título, el juez dictará sentencia contra el 
querellado, a instancias del querellante, concediendo el 
remedio solicitado. La sentencia a esos efectos será final 
y de la misma no podrá apelarse. 

Si ninguna de las partes compareciere al acto del 
juicio, el tribunal pospondrá la vista del caso; si 
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compareciere sólo el querellado, a instancias de éste, el 
tribunal desestimará la reclamación, pero si sólo 
compareciere el querellante, el tribunal a instancias del 
querellante dictará sentencia contra el querellado 
concediendo el remedio solicitado. En uno u otro caso, la 
sentencia será final y de la misma no podrá apelarse. 

Se dispone, no obstante, que la parte afectada por 
la sentencia dictada en los casos mencionados en esta 
sección podrá acudir mediante auto de certiorari al 
Tribunal de Apelaciones, en el término jurisdiccional de 
diez (10) días siguientes a la notificación de la sentencia 
para que se revisen los procedimientos exclusivamente. 

La determinación dictada por el Tribunal de 
Apelaciones podrá ser revisada por el Tribunal Supremo 
de Puerto Rico mediante auto de certiorari, en el término 

jurisdiccional de veinte (20) días, contados a partir de la 
notificación de la sentencia o resolución.  Sec. 4 de la Ley 

Núm. 2, según enmendada, 32 LPRA sec. 3121.   
 

De la antes citada sección se desprende que nuestros 

legisladores solo le concedieron al patrono en rebeldía un término 

jurisdiccional de 10 días para instar un recurso de certiorari ante 

esta Curia.  Sin embargo, el Peticionario incumplió con tan clara 

norma.   

En el caso de marras, el TPI emitió sentencia en rebeldía el 14 

de agosto de 2018.  No obstante, el depósito en el correo y el archivo 

en autos de su notificación tuvo lugar el día 17 de ese mismo mes y 

año.  Conforme al estado de derecho antes reseñado, la parte 

perjudicada por dicha decisión, entiéndase el Peticionario, contaba 

con 10 días jurisdiccionales para recurrir en alzada, contados a 

partir de esa última fecha.  Por consiguiente, el plazo vencía el 27 

de agosto de 2018.  Sin embargo, a pesar de la clara norma de 

derecho, el Peticionario compareció ante esta Curia el 30 de agosto 

de 2018; es decir, una vez vencido el término fijado por la sección 4 

de la Ley Núm. 2, supra.  Por lo tanto, no cabe duda que la 

inobservancia del plazo tuvo el efecto de que la sentencia del TPI 

adviniera final, firme e inapelable.1  Consecuentemente, carecemos 

de jurisdicción para intervenir.  Aunque entendiéramos plausible la 

                                                 
1 Como se sabe, los términos jurisdiccionales se caracterizan por ser fatales, 

insubsanables e improrrogables.  Martínez, Inc. v. Abijoe Realty Corp., 151 DPR 1, 

7 (2000). 
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justificación que brindó el Peticionario para la dilación —entiéndase 

que recibió el sobre con la sentencia el último día de los términos— 

la ley no nos autoriza a obrar de manera distinta.  Ante la fatalidad 

de los términos jurisdiccionales, esta Curia se encuentra impedida 

de extender los 10 días que provee la Ley Núm. 2, supra, para 

recurrir de un dictamen en rebeldía.   

Por las consideraciones que anteceden, desestimamos el 

presente recurso de certiorari por carecer de jurisdicción.  Regla 

83(B)(1) y (C) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA 

Ap. XXII-B, R. 83(B)(1) y (C). 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria. 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
 

 


